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1. Introducción






1.1. Principales novedades de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma concursal



	Comentarios

	
	Resumen

	La reforma afecta a numerosos aspectos del libro primero, cambia totalmente el sistema de preconcurso en un nuevo libro segundo, y crea un novedoso libro tercero dedicado a los procedimientos de insolvencia de microempresas.Busca agilizar los procedimientos de insolvencia en España, y cumplir con la transposición de la Directiva europea sobre marcos de reestructuración.










 Entrada en vigor: en general, el 26 de septiembre de 2022 con excepción del libro tercero del TRLConc (nuevo procedimiento especial de insolvencia de microempresas), y la DA 11ª , referida a los aplazamientos y fraccionamientos de deudas tributarias por la AEAT, que entrarán en vigor el 1 de enero de 2023.

El BOE del 6 de septiembre por fin publica la reforma concursal en su Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e insolvencia).

La aprobación definitiva de la reforma concursal se hizo esperar pero por fin vio la luz en sesión plenaria extraordinaria del Congreso de los Diputados del 25 de agosto, tras rechazar las enmiendas que había introducido el Senado en su votación del 20 de julio.

Objetivos de la reforma

Se trata de una reforma muy esperada, pues se había cumplido ya la prórroga de un año que el Gobierno solicitó en julio de 2021, fecha en la que finalizada el plazo para transponer la conocida como Directiva de reestructuraciones [Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades]

La reforma busca atacar las principales limitaciones del sistema de insolvencia español, que el Preámbulo agrupa en cuatro bloques: instrumentos preconcursales, recurso tardío al concurso, la excesiva duración de los concursos, que además terminan casi siempre (90% de los casos) en liquidación y no convenio; y escasa utilización de la segunda oportunidad. Se trata de una reforma que “pretende afrontar este conjunto de limitaciones mediante una reforma estructural de calado del sistema de insolvencia”.

Modificaciones en el concurso

Para ello, introduce numerosos cambios en el Libro primero, el relativo al concurso, entre los que destacan:

- La nueva regulación del convenio, que elimina la posibilidad de la propuesta anticipada, la junta de acreedores y su tramitación escrita. Además, se introduce la posibilidad de modificación de convenios y se introduce necesariamente la calificación también en esta fase.

- La eliminación de los planes de liquidación, tal y como se conocían hasta ahora.

- Nueva regulación de los créditos contra la masa y de la insuficiencia de masa.

- Nuevas reglas para los concursos sin masa.

- Consolidación de la redacción del TRLConc sobre la sucesión de empresas por venta de unidad productiva en el concurso, por lo que se cierran las discusiones relativas a que la delimitación del «perímetro» compete al juez del concurso.

- Importantes novedades que afectan al estatuto de la Administración concursal, en especial a su capacitación y nuevas reglas aplicables a sus honorarios, entre las que destaca la regla de la duración.

- Se da carta de naturaleza al pre-pack concursal.

- También se introducen novedades en el BEPI o beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho pierde la “B” de beneficio, porque el legislador quiere incidir en que es “un derecho de la persona natural deudora”. Se simplifican sus trámites, se busca que no siempre sea necesaria la liquidación previa de los bienes del deudor para el perdón de sus deudas, pero se mantiene la imposibilidad de exonerar créditos públicos, excepto un tope de 10.000 euros para Hacienda y otros 10.000 euros de la Seguridad Social. Se prevé expresamente la obligación de las entidades de información crediticia (registros de morosos) de actualizar la información de las personas exoneradas, para que así puedan acceder a financiaciones. También se incluye un nuevo régimen de la vivienda habitual en el (B)EPI.

Nuevo preconcurso: los planes de reestructuración

El eje del nuevo preconcurso son los planes de reestructuración, que se definen como “una actuación en un estadio de dificultades previo al de los vigentes instrumentos preconcursales, sin el estigma asociado al concurso y con características que incrementan su eficacia”. Su introducción supone un cambio radical del Libro segundo del TRLConc, que dice adiós a los actuales acuerdos de refinanciación y acuerdos extrajudiciales de pago.

El experto en reestructuraciones es también un agente de nueva cuña en el panorama concursal, “cuyo nombramiento contempla la directiva en determinados supuestos”. También destaca la aparición del concepto de probabilidad de insolvencia, “cuando sea objetivamente previsible que, de no alcanzarse un plan de reestructuración, el deudor no podrá cumplir regularmente sus obligaciones que venzan en los próximos dos años.”

En la homologación judicial de estos planes, se introduce la posibilidad de que los acreedores que representen más del 50 % del pasivo afectado soliciten previamente una confirmación judicial facultativa de las clases de acreedore, siendo esencial este nuevo concepto de “clase de acreedores”. Si el plan es aprobado por todas las clases de créditos y por el deudor y sus socios, se introduce como nueva causa de impugnación la prueba del interés superior de los acreedores. Si no ha habido consenso de todos esos agentes, el texto opta por la regla de la prioridad absoluta, una de las opciones que ofrece la directiva y según la cual “nadie puede cobrar más de lo que se le debe ni menos de lo que se merece”.

Procedimiento especial de microempresas

Se añade un nuevo libro tercero dedicado al procedimiento especial para microempresas, un mecanismo “de insolvencia único y especialmente adaptado” a las necesidades de estas empresas “caracterizado por una simplificación procesal máxima”. A efectos de la reforma concursal se entiende que son microempresas las que empleen a menos de 10 trabajadores y tengan un volumen de negocio anual inferior a 700.000 euros o un pasivo inferior a 350.000 euros. Para estas compañías, su procedimiento especial aglutina los actuales procesos preconcursales y concursales, de modo que ellas no podrán acceder a los planes de reestructuración.

Cobran particular relevancia los planes de continuación, equivalentes a los convenios del concurso, pero en los que cambian las reglas de juego y rige el principio de que “quien calla, otorga”, de modo que “se entenderá que el acreedor que no emite voto alguno lo hace a favor del plan”, buscando con ello incentivar la participación de los acreedores en estos procesos.

En caso de liquidación, se prevé la utilización de una plataforma de liquidaciones cuyo desarrollo se encomienda al Ministerio de Justicia y debería estar lista en 6 meses. En todo caso, se vincula la aplicación del procedimiento especial a la puesta en marcha de esta plataforma.

En caso de que el deudor-microempresa sea persona natural, se reconoce expresamente su derecho a la asistencia jurídica gratuita, para todos los trámites del procedimiento especial. Asimismo, téngase en cuenta que la Ley Orgánica 7/2022 atribuye competencia para conocer de estos procedimientos a los jueces mercantiles.

Nuevas tecnologías asociadas a los procedimientos de insolvencia

Además de la citada plataforma de liquidaciones de los procedimientos especiales de insolvencia, la reforma aparece impregnada de tecnología, con previsiones de herramientas que habrán de ver la luz en un futuro que parece cercano:

- Un programa de cálculo automático del plan de pagos, accesible en línea y sin coste para el usuario, con inclusión de distintas simulaciones de plan de continuación.

- Antes de la entrada en vigor del Libro tercero, deberán estar listos los formularios oficiales, accesibles en línea y sin coste, previstos para la gestión e impulso del procedimiento especial de microempresas.

- Un servicio de asesoramiento a pequeñas y medianas empresas en dificultades en un estadio temprano de dificultades con el propósito de evitar su insolvencia. Este servicio se prestaría a solicitud de las empresas, tendrá carácter confidencial y no impondrá obligaciones de actuación a las empresas que recurran a él ni supondrá asunción de responsabilidad alguna para los prestadores del servicio.

- Web para el autodiagnóstico de salud empresarial que permita a las pequeñas y medianas empresas evaluar su situación de solvencia.

- Portal de liquidaciones en el Registro público concursal. En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de la reforma : figurarán en él una relación de las empresas en fase de liquidación concursal y cuanta información resulte necesaria para facilitar la enajenación del conjunto de los establecimientos y explotaciones o unidades productivas.

Normas transitorias y entrada en vigor

La DF 19ª prevé la entrada en vigor, en general, el 26 de septiembre de 2022 con excepción del libro tercero del TRLConc (nuevo procedimiento especial de insolvencia de microempresas), y la DA 11ª , referida a los aplazamientos y fraccionamientos de deudas tributarias por la AEAT, que entrarán en vigor el 1 de enero de 2023.

Además, las DT 1ª a 6ª establecen las reglas transitorias, entre las que destaca, por ejemplo, que los concursos declarados antes de la entrada en vigor de la reforma se regirán por lo establecido en la legislación anterior, pero con excepciones que afectan, entre otros aspectos: al informe de la administración concursal, acciones rescisorias, propuestas de convenio o modificaciones de convenio posteriores a dicha entrada en vigor; liquidación de masa activa con apertura posterior a la entrada en vigor; o solicitudes de (B)EPI posterior a la entrada en vigor (aunque el concurso del que procedan sea anterior).

Ley Orgánica del Poder Judicial

El día 30 de junio, último día de la moratoria concursal, el Pleno del Congreso aprobó también la modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) para descargar los Juzgados de lo Mercantil de las acciones colectivas de consumidores, usuarios y viajeros, que pasarán a los Juzgados de Primera Instancia, a la vez que se libera a estos de los concursos de personas físicas no empresarias, que volverán a los Juzgados Mercantiles. Esta reforma fue aprobada el 20 de julio y se recoge en la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en materia de Juzgados de lo Mercantil.

Otras modificaciones normativas

- La Disposición derogatoria deroga los artículos 6 a 12 del Código de Comercio,

- La Disposición final primera modifica el art. 92.7, el primer párrafo del art. 914bis y el art. 1365.2º CC.

- La Disposición final segunda modifica los arts. 3 y párrafo primero del art. 82 LH.

- La Disposición final tercera añade un nuevo apartado g) al artículo 2 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, reconociendo el derecho a la asistencia jurídica gratuita, para todos los trámites del procedimiento especial, a los deudores personas naturales que tengan la consideración de microempresa a los que resulte de aplicación el procedimiento especial previsto del libro tercero TRLConc, siempre que acrediten insuficiencia de recursos para litigar.

- La Disposición final cuarta modifica el art. 12.1.b) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

- La Disposición final quinta modifica la numeración del actual apartado 3 del artículo 589 LEC, que pasa a ser apartado 4, y se introduce un nuevo apartado 3, según el cual, si el ejecutado no señala bienes susceptibles de embargo o el valor de los señalados es insuficiente para el fin de la ejecución, el LAJ dictará decreto advirtiendo al ejecutado de que, en caso de probabilidad de insolvencia, de insolvencia inminente o de insolvencia actual, puede comunicar al juzgado competente el inicio o la voluntad de iniciar negociaciones con acreedores para alcanzar un plan de reestructuración, con paralización de las ejecuciones durante esa negociación en los términos establecidos por la ley; y que, si encontrándose en estado de insolvencia actual no lo hace, tiene el deber de solicitar la declaración de concurso de acreedores dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que hubiera conocido o debido conocer ese estado de insolvencia.

- La Disposición final sexta introduce un apdo. 8 en el art. 8 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

- La Disposición final séptima modifica el apartado 1 y se añade un apartado 3 al artículo 365 TRLSC 2010, y da también nueva redacción a su art. 367, relativo a la responsabilidad de las deudas sociales.

- La Disposición final octava introduce un nuevo art. 10 bis a la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social:

- La Disposición final novena introduce cuatro nuevos apartados al art. 4 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil.

- La Disposición final décima modifica el apartado 4 del art. 144 TRLGSS.

Reglamentos previstos

Además, en sus disposiciones finales decimotercera a decimosexta, la reforma concursal prevé la aprobación de los siguientes Reglamentos en el plazo máximo de 6 meses desde la entrada en vigor de la ley, es decir, antes del 26 de marzo de 2023:

- Reglamento de la administración concursal:. Esyte Reglamento establecerá el acceso a la actividad, el nombramiento de los administradores concursales y su retribución.

- Reglamento del Registro público concursal: en materia de estructura, contenido y sistema de publicidad, así como los procedimientos de inserción y de acceso a este registro y la interconexión con la plataforma europea. Contemplará las condiciones para la publicación de las retribuciones fijadas para el administrador concursal en cada procedimiento en el que resulte designado.

- Reglamento de comunicaciones entre la Fiscalía y el Gobierno o entre la Fiscalía y los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas.

- Reglamento sobre estadística concursal: determinará las estadísticas que han de elaborarse para analizar adecuadamente la eficacia y eficiencia de los instrumentos preconcursales y concursales, y cumplir con lo dispuesto en el artículo 29 de la Directiva (UE) 2019/1023, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132.
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2. Comentarios sobre las novedades de la reforma concursal






2.1. 10 novedades del Libro primero TRLConc tras la reforma concursal



	Comentarios

	
	Resumen

	Resumimos las 10 novedades más relevantes del Libro primero, tal y como ha quedado redactado tras la reforma concursal operada en por Ley Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del Texto RefundidoTexto Refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 (Directiva sobre reestructuración e insolvencia).










 1.  Competencia para conocer de los concursos de personas físicas no empresarias

La competencia para conocer, de nuevo, de los concursos de personas naturales, sean o no empresarias, vuelve a los juzgados de lo mercantil. Este cambio se recoge también en la correspondiente modificación de la LOPJ efectuada por LO 7/2022, que atribuye asimismo a los juzgados mercantiles la competencia para conocer del nuevo procedimiento especial de insolvencia de microempresas recogido en el nuevo Libro tercero del TRLConc.

2.  Concursos sin masa

Se suprime la Subsección 4ª de la Sección 2ª del Capítulo I del Título IX del lLbro primero, integrada por los arts. 470 a 472 TRLConc. En su lugar, se introduce los arts. 37 bis a 37 quinquies TRLConc. como Capítulo V del Título I del Libro primero, que regulan los concursos sin masa. Se trata de un procedimiento que otorga un papel preponderante a los acreedores que representen más del 5% por ciento del pasivo, pues si de la solicitud de la declaración de concurso resulta que el deudor está incurso en alguno de los supuestos integrantes del art. 37bis TRLConc, el juez dictará auto declarando el concurso de acreedores con expresión del pasivo que resulte de la documentación, sin más pronunciamientos, ordenando que se publique edicto en el «BOE» y en el Registro público concursal. El acreedor o los acreedores que representen, al menos, el 5% por ciento del pasivo, pueden solicitar el nombramiento de un administrador concursal para que presente informe sobre si existen indicios suficientes de que el deudor ha realizado actos perjudiciales para la masa activa que sean rescindibles, o si existen indicios suficientes para el ejercicio de la acción social de responsabilidad, o que el concurso pueda ser calificado como culpable. Los supuestos en los que se considera que un concurso es concurso sin masa, son los siguientes:


	
a)  Que el concursado carezca de bienes y derechos que sean legalmente embargables.

	
b)  Que el coste de realización de los bienes y derechos del concursado sea manifiestamente desproporcionado respecto al previsible valor venal.

	
c)  Que los bienes y derechos del concursado libres de cargas sean de valor inferior al previsible coste del procedimiento.

	
d)  Que los gravámenes y las cargas existentes sobre los bienes y derechos del concursado lo sean por importe superior al valor de mercado de esos bienes y derechos.



3.  Carta de naturaleza al Pre-pack concursal

Se introduce un nuevo art. 224 bis TRLConc en la Subsección 3.ª de la Sección 2.ª del Capítulo III del Título IV del Libro primero del TRLConc.

Esta nueva normativa, junto con los arts. 224 ter a septies TRLConc, dan carta de naturaleza al conocido como pre-pack concursal, que ya los magistrados de lo mercantil de Barcelona habían objetivizado en su protocolo de 2021, y los de Madrid, en otra línea, habían tratado de agilizar a través de la Guía de Buenas Prácticas de las Ventas de Unidad productiva . La nueva figura queda, por lo tanto, regulada así:


	
—  El deudor puede presentar, junto con la solicitud de declaración de concurso, una propuesta escrita vinculante de acreedor o de tercero para la adquisición de una o varias unidades productivas.

	
—  En la propuesta, el acreedor o el tercero debe asumir la obligación de continuar o de reiniciar la actividad con la unidad o unidades productivas a las que se refiera por un mínimo de tres años. El incumplimiento de este compromiso dará lugar a que cualquier afectado pueda reclamar al adquirente la indemnización de los daños y perjuicios causados.

	
—  En el auto de declaración de concurso, el juez concederá un plazo de 15 días para que los acreedores que se personen puedan formular a la propuesta las observaciones que tengan por conveniente y para que cualquier interesado pueda presentar propuesta vinculante alternativa. En el mismo auto, el juez requerirá a la administración concursal para que, dentro de ese plazo, emita informe de evaluación de la presentada.

	
—  La propuesta escrita vinculante de adquisición podrá ser realizada por personas trabajadoras interesadas en la sucesión de la empresa mediante la constitución de sociedad cooperativa, laboral o participada.

	
—  Si se presentan una o varias propuestas alternativas de adquisición, el juez requerirá a la administración concursal para que, en el plazo de 5 días, emita informe de evaluación.

	
—  En el informe la administración concursal valorará la propuesta o propuestas presentadas atendiendo al interés del concurso, e informará sobre los efectos que pudiera tener en las masas activa y pasiva la resolución de los contratos que resultare de cada una de las propuestas.

	
—  Una vez emitidos el informe o informes por la administración concursal, el juez, si se han presentado varias propuestas, concederá un plazo simultáneo de 3 días a los oferentes para que, si lo desean, mejoren las que cada uno de ellos hubiera presentado. Dentro de los 3 días siguientes al término de ese plazo, el juez procederá a la aprobación de la que resulte más ventajosa para el interés del concurso. En caso de que se hubiera presentado una propuesta por personas trabajadoras y la oferta sea igual o superior a la de las demás propuestas alternativas presentadas, el juez priorizará dicha propuesta siempre que ello atienda al interés del concurso, considerando en el mismo la continuidad de la empresa, la unidad productiva y los puestos de trabajo, entre otros criterios.

	
—  Si la ejecución de la oferta vinculante aprobada está sujeta al cumplimiento de determinadas condiciones suspensivas, tales como la aprobación de la adquisición por parte de las autoridades de la competencia o supervisoras, o a la realización de una modificación estructural que afecte a los activos a transmitir, el concursado y la administración concursal llevarán a cabo las actuaciones precisas para asegurar el pronto cumplimiento.

	
—  El juez puede exigir al proponente adjudicatario que preste caución o garantía suficiente de consumación de la adquisición si las condiciones suspensivas se cumplieran en el plazo máximo para ello establecido en la oferta vinculante, o de resarcimiento de los gastos o costes incurridos por el concurso en otro caso.

	
—  La transmisión de la unidad o de las unidades productivas al adjudicatario estará sometida a las demás reglas establecidas en el TRLConc para esta clase de transmisiones.

	
—  La oferta de adquisición de una o varias unidades productivas se publicará en el portal de liquidaciones concursales del Registro público concursal, el mismo día que se publique la declaración de concurso en la sección primera de dicho Registro. El juez podrá requerir tanto al deudor como al autor o autores de la oferta cuanta información considere necesaria o conveniente para facilitar la presentación de otras ofertas por acreedores o terceros. La información requerida se publicará igualmente en dicho portal.



Nombramiento de experto para recabar ofertas de adquisición de la unidad productiva

Además, la reforma concursal de 2022 introduce una nueva subsección, de la Sección 2.ª del Capítulo III del Título IV del Libro primero, que pasa a ser la subsección 5.ª, integrada por los arts, 224 ter a 224 septies TRLConc.

Este nombramiento puede preceder o no a la solicitud de concurso con presentación de oferta de adquisición de una o varias unidades productivas del art. 224 bis TRLConc, y cuenta con las siguientes reglas:


	
—  En caso de probabilidad de insolvencia, de insolvencia inminente o de insolvencia actual, el deudor, sea persona natural o jurídica, cualquiera que sea la actividad a la que se dedique, puede solicitar del juzgado competente para la declaración de concurso el nombramiento de un experto que recabe ofertas de terceros para la adquisición, con pago al contado, de una o de varias unidades productivas de que sea titular el solicitante, aunque hubieran cesado en la actividad.

	
—  El nombramiento del experto puede recaer en persona natural o jurídica que reúna las condiciones para ser nombrado experto en reestructuraciones o administrador concursal. La aceptación del nombramiento es voluntaria.

	
—  En la resolución el juez establecerá la duración el del encargo y fijará al experto la retribución que considere procedente atendiendo el valor de la unidad o unidades productivas. El derecho a percibir la retribución podrá estar total o parcialmente en función del resultado. La resolución por la que se acuerde el nombramiento del experto se mantendrá reservada.

	
—  El nombramiento del experto no exime al deudor del deber de solicitar la declaración de concurso dentro de los 2 meses siguientes a la fecha en que hubiera conocido o debido conocer el estado de insolvencia actual.

	
—  Especialidades del concurso posterior
	
•  Será competente para la declaración de concurso el juez que hubiera nombrado al experto.

	
•  En la declaración del concurso, el juez puede revocar o ratificar el nombramiento del experto. Si lo ratifica, tendrá éste la condición de administrador concursal.

	
•  La retribución que no haya percibido el experto tendrá la consideración de crédito contra la masa.





	
—  Quien realice la oferta no podrá actuar por cuenta del propio deudor.

	
—  En la oferta, el oferente debe asumir la obligación de continuar o de reiniciar la actividad con la unidad o unidades productivas a las que se refiera la oferta por un mínimo de 2 años. El incumplimiento de este compromiso dará lugar a que cualquier afectado pueda reclamar al adquirente la indemnización de los daños y perjuicios causados. Los expertos están alertas sobre las consecuencias que la imprecisión de esta última medida pueda acarrear: ¿cuándo se considerará que hay incumplimiento? ¿deben mantenerse todas las actividades? ¿quiénes podrían considerarse afectados y en base a qué parámetros? ¿cómo se calcularán esos daños y perjuicios?



4.  El perímetro en la sucesión de empresa por venta de unidad productiva en el concurso

La redacción dada al art. 221 TRLConc por Ley 16/2022, de 5 de septiembre, refuerza la competencia del juez del concurso para declarar la existencia de sucesión de empresa, tal y como se establecía desde la aprobación del TRLConc, atribuyéndole de forma adicional la competencia para delimitar el perímetro de la unidad productiva: los activos, los pasivos y las relaciones laborales que la componen. La intención del legislador concursal reforzada en la reforma concursal de 2022 es que el adquirente de la unidad productiva sea responsable por sucesión de empresa a efectos de seguridad social, y de trabajadores, única y exclusivamente de aquellos trabajadores que incorpora en esa unidad productiva. En estos casos, el juez podrá recabar informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que deberá emitirse en el plazo improrrogable de 10 días, relativo a las relaciones laborales afectas a la transmisión de la unidad productiva y las posibles deudas de la seguridad social derivadas de estos trabajadores.

5.  Novedades en materia de convenio

Los principales cambios o modificaciones en sede de Convenio introducidos por la Ley 16/2022, de 5 de septiembre en el TRLConc son los siguientes:


	
—  El convenio deja de ser formalmente la solución «normal» del concurso. Se hace patente y se reconoce una realidad que resultaba indiscutible dada la evolución de nuestro sistema concursal y de la situación económica y financiera en nuestro país y en nuestro entorno: el convenio es la solución «excepcional» y extraordinaria de nuestro sistema de insolvencia. La reforma concursal de 2022 (Ley 16/2022, de 5 de septiembre) supone una nueva concepción en relación al Convenio. El legislador ha constatado que en los últimos tiempos el Convenio no es la solución normal del concurso, es la solución excepcional al finalizar el 90% de los procedimientos en liquidación.

	
—  En el nuevo sistema implantado por la reforma concursal de 2022 no es necesaria para dar por finalizada la Fase Común y el inicio de la fase sucesiva de Convenio que el pasivo esté definitivamente fijado en sede de Textos Definitivos. Tras la presentación del Informe Provisional por parte de la Administración Concursal, se abre automáticamente el plazo de presentación de la propuesta de Convenio por el deudor o los acreedores titulares de un determinado porcentaje del pasivo.

	
—  Por último, y siempre en esa línea de agilización, eficiencia, y para potenciar la figura del convenio, aunque considerada como la solución residual o extraordinaria, se suprimen la figura de la propuesta de convenio anticipado, y la celebración de la Junta de Acreedores para la aprobación del Convenio.



Así, la sistemática es mucho más sencilla o simplificada que antes: solo hay un tipo de Convenio (pues se elimina la propuesta anticipada de convenio) y un período temporal establecido para su presentación.

Modificación del convenio

La reforma concursal también introduce como novedad en nuestro panorama normativo concursal la figura de la modificación del convenio, ya atisbada durante la pandemia en la normativa COVID.VID. Se regula en el art. 401 bis TRLConc, con el siguiente contenido:


	
—  Transcurridos 2 años de su vigencia, el concursado puede presentar propuesta de modificación del convenio que se encuentre en riesgo de incumplimiento por causa que no le sea imputable a título de dolo, culpa o negligencia y siempre que se justifique debidamente que la modificación resulta imprescindible para asegurar la viabilidad de la empresa.

	
—  A la solicitud debe acompañar una relación de los créditos concursales satisfechos, de los que estuvieran pendientes de pago y de aquellos que, devengados o habiendo sido contraídos durante el período de cumplimiento del convenio, no hubieran sido satisfechos, junto con un inventario de sus bienes y derechos, un plan de viabilidad y un plan de pagos.

	
—  La propuesta de modificación se tramitará conforme a las previsiones del TRLConc para la aprobación de una propuesta de convenio si bien el cómputo de las mayorías necesarias para su aprobación se establecerá atendiendo a los importes de los créditos que quedan pendientes de pago conforme a lo que resulte del convenio que se propone modificar.

	
—  En ningún caso la modificación afectará a los créditos devengados o contraídos durante el período de cumplimiento del convenio originario ni a los acreedores privilegiados a los que se hubiera extendido la eficacia del convenio o se hubieran adherido a él una vez aprobado, a menos que se adhieran expresamente a la propuesta de modificación.

	
—  Mientras se encuentre en tramitación una propuesta de modificación de convenio no se admitirá a trámite solicitud de incumplimiento de convenio y de apertura de liquidación.

	
—  En ningún caso se admitirá que, modificado el convenio, el concursado proponga nueva modificación.



6.  Desaparece el Plan de Liquidación

Una de las principales novedades que incorpora la reforma concursal hace referencia a las operaciones de liquidación. En el Capítulo III De las operaciones de liquidación, se renombra la sección 1ª como «De las reglas especiales de liquidación», eliminando de la nomenclatura las generales. Asimismo, se renombra la sección segunda como como «De las reglas generales supletorias». Principalmente se suprime la obligatoriedad de presentar un plan de liquidación por parte de la Administración Concursal, intentando simplificar y acortar plazos en esta fase que solía ser larga y presentar cierto grado de complejidad.

Con estos cambios, pretende el legislador facilitar el procedimiento de liquidación intentando que el proceso sea más corto y los menos gravoso posible para los acreedores, de manera que se pretende maximizar el resarcimiento a éstos. Antes se debía presentar un plan de liquidación en unos términos y plazos previstos, éste debía ser objeto de aprobación, y una vez adquiriera firmeza, se procedía con las operaciones propiamente dichas de liquidación para intentar alcanzar el mayor numerario posible. En la práctica los tiempos se podían demorar, por un lado dependían del trámite de aprobación de unos juzgados saturados y, además, muchos acreedores hacían observaciones al plan de liquidación, lo que llevaba inexorablemente a una dilación de los plazos, lo que repercutía negativamente en el interés por terceros por los bienes y derechos a liquidar.

Las reglas especiales de liquidación están recogidas en los arts. 415 y 415 bis TRLConc. En un inicio, es el Juez del Concurso quien puede fijar las reglas especiales de liquidación que considere oportunas en función de las circunstancias específicas de los activos. Se pone igualmente en valor la opinión de los acreedores respecto de esas reglas especiales de liquidación. Para ello es necesario que los acreedores que lo soliciten sumen el 50% del pasivo ordinario o del total pasivo. Y por último prevalece el plazo máximo de un año para la ejecución de las labores de liquidación de los activos del concurso.

En defecto de reglas especiales de liquidación ((porque no las haya establecido el juez), entrarán en juego las reglas generales supletorias que pueden resumirse en las siguientes:


	
•  Primera Regla (art. 421 TRLConc): de no haberse establecido por el juez reglas especiales, el Administrador concursal tiene plena libertad para la realización de los bienes y derechos, solo limitado por el interés del concurso, por el resto de reglas generales que a continuación se desarrollan y las establecidas en el Capítulo I del Título III del Libro tercero del TRLConc.

	
•  Segunda Regla o Regla de conjunto (art. 422 TRLConc): se prioriza siempre la venta de la unidad productiva de forma conjunta, como un todo, salvo que el juez hubiese autorizado la venta individualitzada en las reglas especiales de liquidación; en todo caso. La Administración Concursal, en interés del concurso podrá solicitar del juez la autorización para la enajenación de forma individualizada. Frente al auto que acuerde la venta de la unidad productiva o de los elementos que la compongan NO CABE RECURSO ALGUNO. La regulación es muy similar a la vigente según el TRLConc.

	
•  Tercera Regla o Regla de la subasta judicial o extrajudicial (art. 423 TRLConc), que consiste en:
	
○  Prioridad de la subasta electrónica, salvo que el juez establezca otro sistema en las reglas especiales, como procedimiento para la realización de cualquier bien o derecho o conjunto de bienes o derechos que, según el último inventario presentado por la administración concursal, tuvieran un valor superior al 5% del total de los bienes y derechos inventariados.

	
○  Dicha subasta electrónica se realizará mediante la inclusión de los bienes o derechos en el portal de subastas de la Agencia Estatal BOE, o bien en cualquier portal electrónico especializado en liquidación de activos. Es importante la mención que se hace a cualquier portal electrónico, porque recoge la posibilidad de acudir a la realización vía entidad especializada.







El legislador establece este orden: en primer lugar, la subasta electrónica; en caso de quedar desierta el acreedor privilegiado tendrá derecho a adjudicárselo, en caso de que no lo quiera si el valor del bien es inferior el juez lo adjudicará al titular de la garantía o a quien éste designe; y si el valor es superior, se realizará una nueva subasta sin precio mínimo. Ello pretende que en ningún caso los activos permanezcan en el concurso y se alargue el procedimiento.

7.  Calificación del concurso

Se abre en todos los casos de convenio

La reforma concursal elimina la previsión establecida anteriormente en el art. 446.2, que actuaba como excepción a la apertura de la sección de calificación para los casos en los que el convenio estableciera una quita inferior a un tercio o una espera inferior a tres años. En esos casos, la formación de la sección sexta devenía innecesaria. La redacción actual de este precepto, sin embargo, no establece excepción alguna a la apertura de la sección sexta, por lo que se procederá a la misma tanto si se trata de un convenio gravoso como no gravoso.

Esta modificación se ve igualmente reflejada en la redacción del art. 452 TRLConc, relativo a las especialidades de la formación de la sección sexta para casos de incumplimiento de convenio. El apartado primero del anterior art 452 establecía la necesidad de proceder a la apertura de la sección de calificación en caso incumplimiento de convenio si ésta no se hubiera formado por tratarse de un convenio no gravoso. Sin embargo, al haber desparecido la distinción entre convenio gravoso y no gravoso a la hora de abrir la sección de calificación (la nueva norma obliga a abrirla si se produce un incumplimiento, sea cual sea el convenio incumplido), la nueva redacción ha eliminado dicha posibilidad.

Papel de los acreedores

Además, con la reforma, se otorga un papel más relevante a los acreedores, que en nuestra opinión había quedado relegado en la normativa previa, en dos vías:


	
a)  La prevista en el art. 447 TRLConc indicando la posibilidad de hacer alegaciones para que cualquier acreedor o interesado pueda realizarla mediante correo electrónico a la Administración Concursal en el plazo para la comunicación de crédito.

	
b)  La posibilidad de realizar informe de la culpabilidad en los términos establecidos en el art. 449 TRLConc esto es «los acreedores que representen al menos, el diez por ciento del pasivo o sean titulares de créditos por un importe superior a un millón de euros según la lista provisional presentada por la administración concursal y los acreedores públicos podrán presentar un informe razonado y documentado sobre los hechos relevantes para la calificación del concurso como culpable, con propuesta de resolución del concurso como culpable conforme a lo establecido en el artículo anterior».



Adicionalmente el art. 450 ter TRLConc, clarifica la personación de acreedores y cualquier otra persona con un interés legítimo.

Así pues, el procedimiento actual a diferencia del anterior, preceptúa un carácter relevante a los acreedores en detrimento del Ministerio Fiscal que pasa a tener un papel con una menor relevancia. De modo que, en los términos del art. 450 del TRLConc, únicamente se tramitará la pieza de calificación si alguno de los informes de calificación emitidos (esto es administración concursal y en su caso acreedores) solicite la culpabilidad del concurso.

Posibilidad de transaccionar los efectos económicos de la pieza de calificación

Como novedad, el art. 451 bis TRLConc recoge la posibilidad de transacción a efectos económicos, atribuyéndole una posición activa, no únicamente a la Administración Concursal, sino también a los acreedores que hubiesen presentado informe con propuesta de calificación culpable, Dicho acuerdo puede alcanzar tanto a las personas que pueden verse afectadas por la pieza de calificación como a los que pudiesen ser declarados cómplices.

La transacción está condicionada a la aprobación del juez del concurso. Para lo que previamente dará traslado a los personados en la Sección para que en el plazo de 10 días aleguen lo que a su derecho convenga.

Contra el auto que apruebe la transacción cabrá recurso de apelación, mientras que en el supuesto de la denegación de la aprobación de la transacción no cabrá recurso alguno.

8.  La exoneración del pasivo insatisfecho tras la reforma concursal

Las modificaciones introducidas en la segunda oportunidad por la reforma concursal, parecen querer dejar zanjadas o reafirmarse en las cuestiones más controvertidas hasta ahora, como son la exoneración del crédito público o su inclusión en el plan de pagos, lo que ha derivado en un endurecimiento de las normas/requisitos para la concesión de la exoneración del pasivo insatisfecho.

Una de las grandes modificaciones de la reforma ha sido la supresión del procedimiento de acuerdo extrajudicial de pagos. Pero lo que realmente ha impactado ha sido todo lo que gira en torno a la exoneración del pasivo insatisfecho y sus limitaciones a tal obtención.

Asimismo, queda patente que la intención del legislador es la no exoneración del crédito público, como ya se recogía en la Ley 25/2015, de 28 de julio, Ley de la Segunda Oportunidad.

Recogemos aquí solo las novedades en materia de excepciones o prohibición a la exoneración, su extensión, y sus efectos sobre los sistemas de información crediticia.

Toda persona física podrá acceder a la exoneración del pasivo insatisfecho, tanto si es empresario como si no lo es, mientras sea de buena fe. El art. 486 TRLConc, implementa dos modalidades:


	
1.  Con sujeción un plan de pagos sin previa liquidación de la masa activa.

	
2.  Con liquidación de la masa activa, siempre y cuando la conclusión del concurso fuera por la finalización de la fase de liquidación de la masa activa o por insuficiencia de masa.



Excepciones o prohibición a la exoneración (arts. 487 a 488 TRLConc)

La reforma concursal de 2022 enumera todas aquellas excepciones para la obtención de la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho. Así, la concurrencia de las siguientes circunstancias impedirá la exoneración de las deudas:


	
1.  Si en los 10 años anteriores a la solicitud de exoneración el deudor ha sido condenando en sentencia firme a penas privativas de libertad, aún suspendidas o sustituidas, por delitos contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores, siempre y cuando la pena máxima señalada del delito sea igual o superior a tres años, salvo que en la fecha de presentación de la solicitud de exoneración se hubiera extinguido la responsabilidad criminal y se hubieses satisfecho las responsabilidades pecuarias derivadas del delito.Esta ya era una de las situaciones para no poder exonerar establecidos en la versión original del TRLConc, en concreto en su art. 487.2.2º TRLConc. No obstante, se añade un tipo de pena máxima y la excepción para el supuesto de que en el momento de presentar la solicitud de exoneración se hubiera extinguido la responsabilizada criminal y cancelado los antecedentes penales.



	
2.  Si en los 10 años anteriores a la solicitud de la exoneración hubiera sido sancionado por resolución administrativa firme por infracciones tributarias, de seguridad social o del orden social, o cuando, en el mismo plazo se hubiera dictado acuerdo firme de derivación de responsabilidad, apreciándose en su conducta dolo, salvo que en la fecha de presentación hubiera satisfecho íntegramente su responsabilidad.En caso de infracciones graves, no podrán obtener la exoneración aquellos deudores que hubieran sido sancionados por un importe que exceda del 50% de la cuantía susceptible de exoneración por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria a la que se refiere el art. 489.1.5º TRLConc, salvo que hubieran satisfecho íntegramente su responsabilidad a fecha de presentación de la solicitud de exoneración.

Esta nueva excepción va a impedir que muchas personas físicas puedan obtener el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho, pues en muchos casos, su situación de insolvencia trae causa de las derivaciones de responsabilidad efectuadas por la AEAT.



	
3.  Cuando el concurso haya sido declarado culpable. En caso de que dicha culpabilidad únicamente fuera por haber incumplido el deudor el deber de solicitar oportunamente la declaración de concurso, el Juez podrá atender a las circunstancias en que se hubiera producido el retraso.Dicho punto no ha sufrido modificación alguna respecto a la anterior redacción que se encontraba regulada en el art. 487.2.1º TRLConc.

Puntualizar que en caso de que no fuera aun firma la Sentencia de Calificación, quedará en suspenso la decisión sobre la exoneración del pasivo insatisfecho hasta la firmeza de la calificación (apartado 2 del art. 487 TRLConc).



	
4.  Cuando, en los 10 años anteriores a la solicitud de exoneración, haya sido declarado persona afectada en la sentencia de calificación del concurso de un tercero calificado como culpable, salvo que en la fecha de presentación de la exoneración hubiera satisfecho íntegramente su responsabilidad.Esta nueva prohibición dista con la jurisprudencia actual, pues la declaración de culpabilidad en el concurso de una tercera persona, normalmente, la sociedad que administraba, no afectaba a la exoneración del pasivo del concurso de la persona física, mientras su concurso hubiera sido declarado fortuito.

Igual que en la calificación del concurso de la persona física, en caso de que aún no sea firme la Sentencia de calificación del tercero cuando afecte al deudor, el Juez suspenderá la decisión del pasivo insatisfecho hasta que la resolución sea firme (apartado 2 del art. 487 TRLConc).



	
5.  Incumplimiento del deber de colaboración y de información especto del Juez del concurso y la Administración Concursal.Dicho punto no ha sufrido modificación alguna respecto a la anterior redacción que se encontraba regulada en el art. 493.2º TRLConc.



	
6.  Cuando haya proporcionado información falsa o engañosa o se haya comportado de forma temeraria o negligente al tiempo de contraer el endeudamiento o de evacuar sus obligaciones, incluso ni que ello haya merecido sentencia de calificación del concurso como culpable.Dicha circunstancia será valorada por el Juez y en base a la siguiente documentación:


	
—  Información patrimonial suministrada por el deudor al acreedor antes de la concesión del préstamo de los efectos de la evaluación de la insolvencia patrimonial.

	
—  El nivel social y profesional del deudor

	
—  Circunstancias personales del sobreendeudamiento

	
—  Si el deudor utilizó herramientas de aleta temprana puestas a su disposición por las administraciones públicas (aplicable únicamente en caso de empresarios).







En el presente caso, también corresponderá al Juez la apreciación de las circunstancias concurrentes respecto a la aplicación o no de la excepción, sin perjuicio de la prejudicialidad civil o penal (apartado 2 del art. 487 TRLConc).

Prohibiciones para presentar una nueva solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho (art. 488 TRLConc):

Igualmente, se sigue recogiendo que no se podrá presentar nueva solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho hasta transcurrido determinado plazo, en el TRLConc era de 5 años, si bien ahora el proyecto matiza y diferencia los plazos dependiendo de la modalidad de exoneración ante la que nos encontremos:


	
•  Si se trata de una exoneración mediante plan de pagos, será necesario que hayan transcurrido, al menos, 2 años desde la exoneración definitiva.Entendemos que cuando dice «exoneración definitiva» se refiere el legislador a una vez se haya cumplido el plan de pago.



	
•  Si se trata de una exoneración con liquidación de la masa activa, será preciso que al menos, hayan transcurrido 5 años desde la resolución que la hubiera concedido.El apartado 3 del citado art. 488 TRLConc, deja claro que las nuevas solicitudes de exoneración del pasivo insatisfecho no alcanzarán en ningún caso el crédito público, por tanto, un deudor únicamente podrá exonerar parte de la deuda pública, como veremos a continuación, una sola vez en su vida.





Extensión de la exoneración (art. 489 TRLConc)

En principio, por regla general la exoneración del pasivo insatisfecho se extenderá a la totalidad de las deudas, a excepción de las siguientes:


	
1.  Deudas por responsabilidad civil extracontractual, por muerte o daños personales, así como por indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo y enfermedad profesional, cualquiera que sea la fecha de la resolución que los declare.

	
2.  Deudas por responsabilidad civil derivada de delito.

	
3.  Deudas por alimentos.

	
4.  Deudas por salarios correspondientes a los últimos 60 días de trabajo efectivo realizado antes de la declaración de concurso en cuantía que no supere el triple del salario mínimo interprofesional, así como los que se hubieran devengado durante el procedimiento, siempre que su pago no hubiera sido asumido por el Fondo de Garantía Salarial.Nos preguntamos si se trata de un error la no extensión de la exoneración respecto a los 60 días de trabajo efectivo cuando el art. 242.1.2º TRLConc prevé un límite para los últimos 30 días de trabajo efectivo del doble del salario mínimo interprofesional.



	
5.  Deudas por créditos de Derecho público.En caso de que la gestión recaudatoria resulte competente la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social, podrán exonerarse hasta un importe máximo de 10.000,00 euros por deudor de la siguiente forma:


	
—  Los primeros 5.000,00 euros de deuda, su exoneración será integra.

	
—  A partir de los 5.000,00 euros, la exoneración alcanzara el 50% de la deuda hasta el máximo de 10.000,00 euros indicado anteriormente.



No obstante, debe tenerse en cuenta que el citado límite, se aplicará en el orden inverso al de prelación legalmente establecido en el TRLConc y, dentro de cada clase, en función de su antigüedad.



	
6.  Deudas por multas a que hubiera sido condenado el deudor en procesos penales y por sanciones administrativas muy graves.

	
7.  Deudas por costas y gastos judiciales derivados de la tramitación de la solicitud de exoneración.

	
8.  Deudas con garantía real, sea por principal, intereses o cualquier otro conceto debido, dentro del límite del privilegio especial.



No obstante, lo anterior, el Juez podrá declarar que no son total o parcialmente exonerarles otras deudas no relacionadas como excepciones cuando sea necesario para evitar la insolvencia del acreedor afectado por la extinción del derecho de crédito (apartado 2 del art. 489 TRLConc).

El crédito público será exonerable en la cuantía establecida en el aparatado 1.5º del art. 489 TRLConc, únicamente una vez, no siendo exonerable en las sucesivas exoneraciones que pudiera obtener el deudor, tal y como también se prevé ene l art. 488.3 TRLConc.

Sistemas de información crediticia (art. 492 ter TRLConc).

Como gran novedad también encontramos solución a uno de los principales problemas con los que se encontraban los deudores tras concedérseles el beneficio del pasivo insatisfecho, la no eliminación de los mismos de las listas de morosos.

El nuevo art. 492 ter TRLConc establece que la resolución judicial que apruebe la exoneración mediante liquidación de la masa activa o la exoneración definitiva en caso de plan de pagos, incorporará mandamiento a los acreedores afectados para que comuniquen la exoneración a los sistemas de información crediticia a los que previamente hubieran informado del pago o mora de deuda exonerada para la debida actualización de sus registros.

Asimismo, el deudor podrá recabar testimonio de la resolución para requerir directamente a los sistemas de información crediticia la actualización de sus registros para dejar constancia de la exoneración.

En la práctica, consideramos que la opción más factible, y como ha venido sucediendo todo este tiempo con el TRLConc, es que el deudor gestione directamente que le quiten de los sistemas de información crediticia, pues seguramente los acreedores no lo harán por si solos.

9.  Novedades procesales

Cabe destacar que desaparece el procedimiento abreviado, y se crea el procedimiento especial de insolvencia de microempresas, del que también conocerán los jueces mercantiles.

Además, el nuevo art. 546 TRLConc establece ahora que contra las providencias y autos que dicte el juez del concurso sólo cabrá recurso de reposición, salvo que en el propio TRLConc excluya todo recurso o, en el caso de los autos, se otorgue expresamente recurso de apelación.

Y se elimina la impugnación diferida, con un nuevo art. 547 TRLConc que simplifica el sistema de recursos, previendo únicamente que contra las sentencias dictadas por el juez del concurso cabrá recurso de apelación.

Por su parte, el art. 548 TRLConc también ve alterado su contenido, pues ya no regula las resoluciones que son directamente apelables, sino que instaura temporalidad al carácter preferente de los recursos de apelación que se interpongan contra las sentencias y, en su caso, contra los autos dictados por el juez del concurso, debiendo estar resueltos dentro de los dos meses siguientes a la recepción de las actuaciones por la Audiencia Provincial.

Se trata, obviamente, de instaurar celeridad en la tramitación del procedimiento concursal, uno de los pilares que rigen la exposición de motivos de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre.

10.  Algunas novedades para los administradores concursales (AC)

Los administradores concursales ven cómo algunas de sus funciones y tareas se ven modificadas o matizadas. Sin ánimo de agotar, destacamos las siguientes:








	Tarea
	Artículo (TRLConc)
	Novedad




	Declaración del AC al aceptar el cargo
	
Art. 67.5 TRLConc
	En los concursos de mayor complejidad, en el momento de la aceptación del cargo, el nombrado debe entregar al juzgado declaración firmada de los concursos de acreedores en que ha sido nombrado administrador concursal o auxiliar delegado que todavía se encuentren en tramitación, con indicación del tribunal que le haya nombrado, la fecha de la declaración de concurso y el juez que la haya dictado. Si alguno de estos concursos de acreedores se encuentra en fase de liquidación, debe  indicar la fecha de la resolución de apertura de esa fase y, en el caso de que haya transcurrido más de un año desde la misma, las razones por las cuales el concurso no se encuentra concluido.



	Regla de la duración del concurso
	
Art. 86.1 TRLConc, Reglas 3ª y 4ª
	La reforma incluye una nueva regla para determinar la retribución de la AC, estableciendo una reducción del 50% si la fase de convenio supera los 6 meses y la de liquidación los 8 meses, salvo que el juez considere que hay motivos justificados o que el AC ha sido diligente.



	Cambia la operativa del AC ante cuentas bancarias indistintas del deudor
	
Art. 197.1 TRLConc
	Se presume, salvo prueba en contrario, que la totalidad del saldo acreedor de la cuenta es propiedad del deudor. La AC, cualquiera que sea el régimen de limitación de las facultades de administración y de disposición de la masa activa, ordenará de inmediato bien la transferencia del saldo a la cuenta intervenida o bien ordenará a la entidad financiera la modificación pertinente en el régimen.



	Inventario
	
Arts. 198.1 y 2 TRLConc
	
— El valor de los bienes y derechos en la versión previa a la reforma es al día anterior de la presentación del informe. Con la reforma, se toma el valor a fecha de la solicitud del concurso

— Nueva obligación: se indicará si alguno de esos bienes o derechos que en él figuren hubiera dejado de pertenecer al concursado o hubiera variado de valor entre la fecha de la solicitud y el día inmediatamente anterior al de presentación del informe de la administración concursal.





	Expertos independientes
	
Art. 203 TRLConc
	Ya no hace falta autorización del juez.



	Deber de conservación de bienes de la AC
	
Art. 204 TRLConc
	Se delimita ahora «en tanto no sean enajenados» esos bienes.



	Prohibición de enajenación
	
Art. 205 TRLConc
	hasta la aprobación del convenio o hasta la apertura de la liquidación (hasta la reforma era «hasta la aprobación del plan de liquidación», plan que, con la reforma, deja de existir).



	Inscripción en registros de bienes
	
Art. 206.3 TRLConc
	Cuando se presente a inscripción en los registros de bienes, cualquier título relativo a un acto de enajenación o gravamen de bienes o derechos de la masa activa realizado por la AC antes de la aprobación judicial del convenio o de la apertura de la fase de liquidación, la administración concursal deberá declarar en el instrumento público el motivo de la enajenación o gravamen sin que el registrador pueda exigir que se acredite la existencia del motivo alegado.



	Modos de realización de los bienes afectos
	
Art. 209 TRLConc
	Preferencia de la subasta electrónica



	Modo ordinario de enajenación de unidades productivas
	
Art. 215 TRLConc
	Lo mismo para VUP: subasta electrónica



	Publicidad de la presentación del informe
	
Art. 294 TRLConc
	
El mismo día de la presentación del informe la AC debe remitirá el informe y los documentos anejos por correo electrónico al deudor, a aquellos que hubiesen comunicado sus créditos de cuya dirección electrónica tenga constancia, estén o no incluidos en la lista de acreedores, y a quienes, aunque no sean acreedores, estén personados en el concurso. Si no tiene constancia fehaciente de la recepción del correo electrónico, debe intentar la comunicación por cualquier otro medio que permita al acreedor conocer de su publicación en el Registro público concursal. Si no tiene constancia de la dirección electrónica, el administrador concursal efectuará la remisión al procurador que los represente.

 





	Plazo para impugnar inventario y lista de acreedores
	
Art. 297.2 TRLConc
	El plazo para impugnar el inventario y la lista de acreedores se cuenta desde la inserción de esos documentos en el Registro público concursal (antes era desde la notificación del juzgado, para quienes la recibían)



	Remisión de los textos definitivos
	
Art. 304 TRLConc

Se suprime el art. 303 (presentación de los textos definitivos)


	
1. El mismo día de la presentación de los documentos definitivos, el LAJ los remite por correo electrónico al Registro público concursal.

2. El mismo día de la presentación de los documentos definitivos, la AC los remite por correo electrónico al deudor y a los acreedores reconocidos de cuya dirección electrónica tenga constancia y a quienes estuvieran personados en el concurso, aunque no sean acreedores. Si no tiene constancia de la dirección electrónica, efectuará la remisión al procurador que los represente.





	Informe de calificación
	
Art. 448 TRLConc
	El informe debe presentarse dentro de los 15 días siguientes al de la presentación del inventario y de la lista de acreedores provisionales.




	Liquidación
	Se suprimen los arts. 416 a 420 TRLConc
	Desaparece el trámite de aprobación del Plan



	Informes trimestrales
	
Art. 424 TRLConc
	
NOVEDAD: El informe trimestralque se presente transcurrido un año desde la apertura de la fase de liquidación de la masa activa, debe contener como anejo un plan detallado, meramente informativo, del modo y tiempo de liquidación de aquellos bienes y derechos de la masa activa que todavía no hubieran sido realizados por la administración concursal. En los siguientes informes trimestrales, la administración concursal detallará los actos realizados para el cumplimento de ese plan o las razones que hubieran impedido ese cumplimiento.



	Concursos sin masa
	
Art. 473 TRLConc
	Informe de la administración concursal sobre la insuficiencia sobrevenida.



	Rendición de cuentas
	
Art. 478 TRLConc
	Como novedad a los contenidos previos de este informe, se añade que el AC señale las acciones de reintegración de la masa activa y las acciones de responsabilidad que haya ejercitado, con expresión de los respectivos resultados; exponiendo las operaciones de liquidación de la masa activa realizadas y la fecha y el modo en que hayan sido hechas; enumerará los pagos y, en su caso, las consignaciones realizadas de los créditos contra la masa y de los créditos concursales; expresará los pagos de cualesquiera expertos, tasadores y entidades especializadas que hubiera contratado.
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